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RICO 
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v. 
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CERTIORARI 

procedente del 

Tribunal de Primera 

Instancia 

Sala Superior de  

Bayamón 

 

Criminal Núm.: 

D VI2010G0048 

D LA2010G0383 

D LA2010G0384 

D LA2010G0385 

D LA2010G0386 

 

Por:  

Inf. AL Art. 106 

1er Grado del 

Código Penal, Inf. 

AL Art. 5.04 de la 

Ley de Armas (2cs), 

Inf. AL Art. 5.15 

de la Ley de Armas 

(2cs) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo 

Irizarry, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez Bonilla 

Ortiz. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico a 14 de julio de 2017. 

Comparece el peticionario, Ramón E. Nicasio 

Salcedo (Sr. Nicasio) mediante recurso de certiorari 

presentado el 15 de mayo de 2017. Solicitó la revisión 

de una Resolución emitida el 21 de abril de 2017, 

notificada el 25 de abril de 2017, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Bayamón que declaró no ha 

lugar una moción al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal. 

Por los fundamentos que se exponen a 

continuación, CONFIRMAMOS la Resolución recurrida. 

 

 



 
 

 
KLCE201700899 

 

2 

I. 

 El 9 de noviembre de 2010 el señor Nicasio 

Salcedo fue sentenciado a cumplir 99 años de cárcel 

por asesinato en primer grado (Artículo 106 del Código 

Penal de 2004), 10 años por cada violación al Artículo 

5.04 de la Ley de Armas (2 cargos) y 5 años por cada 

violación al Artículo 5.15 de la Ley de Armas (2 

cargos). 

El Sr. Nicasio apeló dicha sentencia. Mediante el 

caso KLAN201001832, el 18 de enero de 2012 un panel 

hermano confirmó el dictamen apelado.  

 Posteriormente, el 8 de julio de 2015 el Sr. 

Nicasio presentó una moción al amparo de la Regla 

192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II. 

Solicitó que se dejara sin efecto la sentencia dictada 

debido que el Ministerio Público y los agentes 

investigativos incurrieron en conducta impropia y 

mintieron con el objetivo de encarcelarlo. Según el 

Sr. Nicasio, el Ministerio Público ocultó prueba 

exculpatoria y por ello procedía que el foro primario 

evaluara la prueba presuntamente ocultada por el 

Ministerio Público. 

 Luego de varios trámites procesales, el 24 de 

mayo de 2016 se celebró una vista para atender los 

planteamientos esbozados por el Sr. Nicasio en su 

moción bajo la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal. 

El 21 de abril de 2017, notificada el 25 de abril de 

2017 el foro primario dictó Resolución denegando la 

solicitud bajo la Regla 192.1. 

  Inconforme, el Sr. Nicasio presentó el recurso 

que nos ocupa y señaló los siguientes errores: 
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Erró el Tribunal de Primera Instancia Sala 

de Bayamón al no pasar prueba sobre la faz 

de la moción pues este Recurrente estuvo 

expuesto a double jeopardy. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia Sala 

de Bayamón al no celebrar un nuevo juicio 

porque por una prueba por la cual este 

Recurrente salió absuelto es que acusan a 

este Recurrente por el asesinato o sea la 

acusación del caso de San Juan le dio la 

entrada para que acusaran a este Recurrente 

en el caso de asesinato.   

    

 Evaluado el recurso presentado, el 15 de mayo de 

2017, notificada el 25 de mayo de 2017, emitimos una 

Resolución para que la Oficina del Procurador General 

se expresara sobre el recurso del peticionario. En 

cumplimiento con lo ordenado, el 30 de junio de 2017, 

la Oficina del Procurador presentó su posición.  

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, resolvemos. 

II. 

-A- 

En lo sustantivo, el certiorari es un recurso 

extraordinario discrecional expedido por un tribunal 

superior a otro inferior, mediante el cual el primero 

está facultado para enmendar errores cometidos por el 

segundo, cuando “el procedimiento adoptado no esté de 

acuerdo con las prescripciones de la ley”. Véase: 

Artículo 670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 

LPRA sec. 3491; IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 

307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917-918 (2008). La expedición del auto descansa 

en la sana discreción del tribunal. Medina Nazario v. 

McNeill Healthcare, 194 DPR 723, 729 (2016). 

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1, delimita las instancias en que el 

Tribunal de Apelaciones expedirá un recurso de 
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certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia. Esto es, cuando “se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo”. 

Íd.    

 Asimismo, la mencionada regla dispone otras 

instancias en las que este foro intermedio, 

discrecionalmente, podrá revisar otros dictámenes del 

Tribunal de Instancia, esto es:  

No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 

podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Véase: Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra. 

Por otra parte, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, 

establece los criterios que este foro debe tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

de este recurso discrecional. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 
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(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del 

litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

 

En lo pertinente a este caso, a pesar de que la 

Regla 52.1, supra, no lo contempla expresamente, el 

certiorari también es el recurso apropiado para 

solicitar la revisión de determinaciones post 

sentencia. (Énfasis nuestro). IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 339 (2012). A esos efectos, el 

Tribunal Supremo expresó que:  

Las resoluciones atinentes a asuntos post-

sentencia no se encuentran comprendidas 

entre aquellas determinaciones de naturaleza 

interlocutoria categóricamente sujetas a 

escrutinio mediante el recurso de 

certiorari. De otra parte, por emitirse este 

tipo de decisión luego de dictada la 

sentencia, usualmente tampoco cualifica para 

el recurso de apelación provisto para 

dictámenes judiciales finales. Se corre el 

riesgo, por lo tanto, de que fallos erróneos 

nunca se vean sujetos a examen judicial 

simplemente porque ocurren en una etapa 

tardía en el proceso, tal como lo es la 

ejecución de sentencia. IG Builders et al. 

v. BBVAPR, supra. 

-B- 

La protección constitucional contra la doble 

exposición cobija a todo imputado de delito en la 

medida en que se le garantiza no ser puesto en riesgo 

de ser castigado dos veces por el mismo delito. Véase: 

Art. II, Sec. 11, Const. ELA, LPRA, Tomo 1, ed. 2008, 

pág. 343; Pueblo v. Sánchez Valle, 192 DPR 594, 602 

(2015). Asimismo, la Enmienda Quinta de la 

Constitución de Estados Unidos, en lo pertinente, 

establece que nadie podrá ser sometido dos veces a un 

juicio por el mismo delito. Véase: Emda. V, Const. EE. 

UU., LPRA, Tomo 1, ed. 2008, pág. 189; E.L. Chiesa 
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Aponte, Derecho procesal penal de Puerto Rico y 

Estados Unidos, Bogotá, Ed. Forum, 1992, Vol. II, Sec. 

16.1(B), pág. 354; Íd. 

Para que se active la protección constitucional 

contra la doble exposición tienen que cumplirse varios 

requisitos. Pueblo v. Sánchez Valle, supra, pág. 602; 

Pueblo v. Santos Santos, 189 DPR 361, 367 (2013). En 

primer lugar, los procedimientos celebrados contra el 

acusado tienen que ser de naturaleza penal. Pueblo v. 

Santiago, 160 DPR 618, 628 (2003). También, es 

necesario que se haya iniciado o celebrado un primer 

juicio, bajo un pliego acusatorio válido y en un 

tribunal con jurisdicción. Pueblo v. Martínez Torres, 

126 DPR 561, 568 (1990). Por último, el segundo 

proceso al cual se somete al individuo tiene que ser 

por el mismo delito por el cual ya fue convicto, 

absuelto o expuesto. Pueblo v. Santiago, supra, pág. 

629. En ocasión de auscultar si constituye el mismo 

delito para efectos de la cláusula contra la doble 

exposición, el Tribunal Supremo ha empleado la norma 

elaborada por el Tribunal Supremo de Estados Unidos en 

Blockburger v. United States, 284 US 299 (1932). 

Pueblo v. Rivera Cintrón, 185 DPR 484, 494 (2012). De 

acuerdo a esta norma, el mismo acto, o la transacción, 

constituye una violación de dos disposiciones legales 

distintas si cada disposición penal infringida 

requiere prueba de un hecho adicional que la otra no 

exige. Pueblo v. Rivera Cintrón, supra, pág. 494. 

-C- 

Las Reglas de Procedimiento Criminal le proveen a 

una persona que resulta convicta mecanismos 

adicionales a la apelación, para que pueda atacar 
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colateralmente una determinación de culpabilidad. 

Véase: Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II. 

A esos efectos, la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, supra, en lo pertinente, dispone lo 

siguiente:      

(a)  Quiénes pueden pedirlo. Cualquier 

persona que se halle detenida en virtud de 

una sentencia dictada por cualquier sala del 

Tribunal de Primera Instancia y que alegue 

el derecho a ser puesta en libertad porque 

(1) la sentencia fue impuesta en violación 

de la Constitución o las leyes del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico o la 

Constitución y las leyes de Estados Unidos, 

o (2) el tribunal no tenía jurisdicción para 

imponer dicha sentencia, o (3) la sentencia 

impuesta excede de la pena prescrita por la 

ley, o (4) la sentencia está sujeta a ataque 

colateral por cualquier motivo, podrá 

presentar una moción a la sala del tribunal 

que impuso la sentencia para que anule, deje 

sin efecto o corrija la sentencia.      

   
El remedio provisto por la antes citada regla 

está disponible únicamente cuando una sentencia 

adolece de un defecto fundamental que inevitablemente 

es contrario al debido proceso de ley. Pueblo v. Pérez 

Adorno, 178 DPR 946, 966 (2010). Es por ello que la 

citada regla es una de naturaleza excepcional que le 

permite al convicto revisar la sentencia en cualquier 

momento posterior, aun si la sentencia es final y 

firme. (Énfasis nuestro). Véase: Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra; Pueblo v. Contreras 

Severino, 185 DPR 646, 660 (2012); Pueblo v. Román 

Mártir, supra, pág. 823 y 828.    

Una moción al amparo de la Regla 192.1, supra, 

procederá cuando la sentencia dictada sea contraria a 

la ley o viole algún precepto constitucional, haya 

sido dictada sin jurisdicción, exceda la pena 

prescrita por ley o esté sujeta a un ataque colateral 
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por un fundamento válido. Pueblo v. Román Mártir, 

supra, pág. 824. 

A esos efectos, la Regla 192.1, supra, requiere 

que en la moción se incluyan todos los fundamentos que 

tenga el peticionario para solicitar el remedio o, por 

el contrario, se entienden renunciados. Pueblo v. 

Román Mártir, supra, pág. 823.  Cónsono con ello, la 

mencionada regla se limita a planteamientos de derecho 

y no puede utilizarse para revisar cuestiones de 

hecho. Pueblo v. Pérez Adorno, supra, pág. 966; Pueblo 

v. Román Mártir, supra, pág. 824; Pueblo Ruiz Torres, 

127 DPR 612 (1990).   

El procedimiento establecido en la Regla 192.1, 

supra, es de naturaleza civil y, por tanto, el 

peticionario tiene el peso de la prueba para demostrar 

que tiene derecho al remedio solicitado. (Énfasis 

nuestro). Pueblo v. Román Mártir, supra, pág. 826; 

Pueblo v. Rivera, 167 DPR 812, 820-821 (2006). 

III. 

Entendemos meritorio enfatizar en la naturaleza 

excepcional de la Regla 192.1, supra. Una moción bajo 

dicha regla busca revocar convicciones y sentencias 

finales y firmes, por lo que los planteamientos deben 

ser escudriñados de manera minuciosa. Esto para evitar 

que los miembros de la población correccional 

congestionen los tribunales con recursos “que tienen 

como propósito permanecer en el foro judicial atacando 

colateralmente sentencias no apeladas o 

infructuosamente apeladas, en un esfuerzo de revocar 

veredictos, fallos o sentencias de culpabilidad 

finales y firmes”. (Énfasis nuestro). Pueblo v. Román 

Mártir, supra, pág. 828.  
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En su primer señalamiento de error, el Sr. 

Nicasio planteó que la sentencia es nula debido a la 

protección contra la doble exposición. Indicó que fue 

acusado en la jurisdicción de San Juan por varias 

violaciones a la ley de armas, por las cuales no se le 

encontró causa. Según el Sr. Nicasio, durante dicha 

intervención y mediante un alegado allanamiento 

ilegal, se le ocupó un arma de fuego que 

posteriormente se utilizó para procesarlo en el 

presente caso por el delito de asesinato y violaciones 

a la Ley de Armas. No le asiste la razón.  

Primeramente, los hechos que dieron base a las 

denuncias en San Juan son distintos a los imputados en 

el presente caso. Ciertamente en ambos casos se le 

imputó violaciones a la Ley de Armas, pero los hechos 

que motivaron las denuncias en San Juan son distintos 

y separados del asesinato. Por otra parte, en el caso 

de San Juan este no fue procesado ni absuelto. Allí, 

el tribunal no encontró causa para que se presentara 

una acusación en su contra por lo que no fue juzgado. 

Por tanto, si aplicara la protección contra doble 

exposición al presente caso, la misma no se hubiera 

activado. No obstante, como ya indicamos este caso 

trata sobre unos hechos diferentes y no relacionados a 

los imputados en San Juan. Por lo que no se cometió el 

error señalado.     

En cuanto al segundo error señalado sobre la 

alegada prueba de cargo, no podemos entrar a 

revisarlo. Los planteamientos sobre la admisibilidad o 

apreciación de la prueba debieron haberse presentado 

en el caso KLAN201001832 cuando el Sr. Nicasio apeló 
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la Sentencia de este caso. Al no haberse levantado ese 

error en la apelación, el planteamiento es tardío.   

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, 

CONFIRMAMOS la Resolución apelada. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 


